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Resumen. 
La responsabilidad penal médica se origina como consecuencia del incumplimiento de 
diversos criterios que son importantes a nivel jurídico, como lo son por ejemplo la 
infracción a los postulados de la lex artis, que consiste en la transgresión al deber objetivo 
de cuidado y la creación o elevación de un riesgo permitido, todo lo cual, se concreta en 
un resultado lesivo y jurídicamente desaprobado que implica que la potestad punitiva del 
Estado entre en acción con el fin de salvaguardar los bienes jurídicos que han sido 
tutelados por la ley; esto se busca determinar mediante la teoría de la imputación objetiva, 
como herramienta jurídico-penal que es usada para identificar al responsable de una 
conducta punible. 
De lo anterior se colige entonces, que los límites del riesgo permitido dentro del ejercicio 
de la medicina se encuentran preceptuados por el cumplimiento estricto de la lex artis en 
cada uno de los procedimientos que el galeno efectúe, si se cumplen dichos presupuestos 
así se genere un resultado no beneficioso para el paciente, no habría lugar a una 
imputación penal y por lo tanto no habría responsabilidad penal médica. 
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 Criminal responsibility for the exercise of the medical profession in Colombia. 
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Abstract. 
Medical criminal liability originates as a result of non-compliance with various criteria 
that are important at the legal level, such as, for example, the violation of the lex artis 
postulates, what means the transgression to the objective duty of care and the creation or 
elevation of a risk allowed, all of which results in a detrimental and legally disapproved 
result that implies that the punitive power of the State enters into action in order to 
safeguard the legal rights that have been protected by law; that is determinate by the 
application of the objective imputation theory, as an instrument that allow us to see who 
is the autor of the crime. 
From the foregoing, it is then concluded that the limits of the risk allowed in the practice 
of medicine are prescribed by the strict compliance of the lex artis in each of the 
procedures performed by the physician, if these budgets are met, thus generating a result 
not beneficial to the patient, there would be no place for an imputation and therefore there 
would be no medical criminal liability. 
 
Keywords: Medical responsibility, Objective imputation, Lex artis, Allowed risk, 
Injury, Duty objective of care. 
 
 
 
 
 
 
 
 Sumario. 
Introducción. 
1. La responsabilidad penal médica en Colombia. 2. La lex artis en el ejercicio de 
la profesión médica. 2.1.  El deber objetivo de cuidado en la actividad médica.  2.2 
La imputación objetiva en la figura de la responsabilidad médica. 2.3 El 
consentimiento informado 3. La vida en integridad física como los bienes jurídicos 
más vulnerados a consecuencia de la responsabilidad médica. 
Conclusiones. 
Referencias. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 Introducción. 
La medicina se erige como una de las profesiones más trascendentales que puede ser 
practicada por el hombre, la cual tiene por objetivo el beneficio de la sociedad en cuanto 
a la prevención, tratamiento y mejoramiento de la salud de los individuos, situación que 
se logra concretar a través de la investigación y de la ejecución de procedimientos que 
han sido desarrollados y comprobados gracias a la constante práctica y a los vastos años 
de experiencia en los que se lleva practicando esta ciencia. 
No obstante, como toda acción humana la práctica de la profesión médica genera 
ciertos riesgos que pueden originar determinados daños en los pacientes, muchos de ellos 
derivados por el nivel de gravedad de la enfermedad a tratar, el riesgo de la intervención 
a realizar, las diversas reacciones de las personas frente a los tratamientos, entre varios 
factores más que se pueden presentar. Sin embargo, muchos de esos resultados lesivos 
también pueden ser ocasionados como consecuencia de una mala praxis (por la 
imprudencia, negligencia o impericia del galeno), lo que significa una infracción a la lex 
artis, es decir, al conjunto de procedimientos médicos que se deben aplicar a un caso en 
particular. 
Lo anterior, trae como consecuencia que el médico que no haya seguido los postulados 
de la lex artis por imprudencia, impericia o negligencia elevando de esta forma el nivel 
de riesgo permitido  a un riesgo no permitido  concretándose un resultado típico que 
había previsto pero confió poder evitar o que no lo previó siendo previsible, este será 
responsable por la conducta culposa cuando esta se contemplé como tal en el 
ordenamiento jurídico. (siendo está en la cual se hará énfasis en este escrito) ya que el 
perjuicio en sí no se quería ocasionar, no obstante, el daño se concretó debido a la creación 
o elevación de un riesgo permitido causado por la acción ejecutada la cual pasa a 
considerarse como jurídicamente desaprobada.  
Por lo tanto, es dentro de este escenario en donde el derecho penal cobra relevancia, 
puesto que se hace necesaria su intervención debido a la gravedad de la conducta y del 
perjuicio ocasionado, configurándose una necesidad de salvaguarda de la sociedad con 
respecto a los bienes jurídicos que han sido protegidos por la ley. 
Es por ello, que a través de este escrito se busca realizar una revisión con respecto a la 
responsabilidad penal médica en nuestro país de los delitos que se realizan en modalidad 
culposa, es decir que su resultado (el cual era previsible) es consecuencia de la violación 
de las normas creadas y destinas para evitar que se eleve el nivel de riesgo permitido a 
niveles no permitidos por imprudencia, negligencia o impericia ; lo anterior, debido a que 
se hace cada vez más común encontrar que muchos individuos sufren daños y perjuicios 
causados como consecuencia de una mala práctica médica y dichas circunstancias, por lo 
general se vuelven demasiado mediáticas gracias al impacto que generan, especialmente, 
cuando se trata de cirugías estéticas, las cuales se practican tanto en personas nacionales, 
como en extranjeros que llegan a Colombia con ese único propósito. 
Por lo tanto, se hace necesario analizar la manera en la que se configura la 
responsabilidad penal del médico como consecuencia de su mal actuar frente a una 
situación propia de su profesión por imprudencia, negligencia o impericia. Lo anterior; 
con el fin de establecer la forma como se protege a la sociedad y se regulan dichas 
situaciones desde la perspectiva del derecho penal.  
Por todo lo mencionado con anterioridad, es que esta investigación se propone resolver 
el siguiente interrogante: ¿Cuándo se considera que un médico en Colombia, en ejercicio 
de sus funciones, es responsable de una conducta delictiva en su modalidad culposa?  
Para lograr este objetivo se pretende analizar cuáles son las situaciones bajo las cuales 
se configura la responsabilidad penal de los médicos con ocasión al ejercicio de las 
actividades propias de su profesión en modalidad culposa. Lo anterior, en virtud de las 
decisiones emitidas por la jurisprudencia de las altas cortes colombianas y por lo 
establecido por la doctrina. 
Ahora bien, con el fin de desarrollar la pregunta de investigación propuesta, se 
realizará una revisión y recopilación de variada literatura jurídica existente sobre la 
materia, es decir, se revisará la jurisprudencia y la doctrina escrita al respecto que nos 
permita identificar hasta donde llega el riesgo permitido en el ejercicio de la profesión 
médica y a partir de qué momento se impone la potestad punitiva del Estado con el fin de 
castigar conductas contrarias a derecho que hayan sido ejecutadas por los médicos en 
ejercicio de su profesión en modalidad culposa. 
Para lograr lo anterior, se hará uso de un método analítico y descriptivo por medio del 
cual se estudiarán y definirán por separado las causas, naturaleza y efectos de los actos 
médicos, así mismo, se observarán los elementos que le son propios a la responsabilidad 
médica en Colombia en modalidad culposa. Lo cual, permitirá que el lector comprenda 
de una mejor manera cuales son todos los presupuestos que se requieren y, que son 
indispensables para que se configure una responsabilidad penal derivada del ejercicio de 
esta profesión. 
1. La responsabilidad penal médica en Colombia 
Como bien indica el artículo 1º de la ley 23 de 1981 (Código de Ética Médica), la 
medicina tiene por finalidad el cuidar “la salud del hombre y propender por la prevención 
de las enfermedades, el perfeccionamiento de la especie humana y el mejoramiento de los 
patrones de vida de la colectividad, sin distingos de nacionalidad, ni de orden económico-
social, racial, político y religioso”  
No obstante, el ejercicio de esta profesión “genera riesgos que se pueden concretar en 
resultados negativos para el paciente” (Tribunal de Ética Médica, 2016, p. 9), y muchos 
de esos riesgos lamentablemente son ocasionados por una mala praxis, negligencia, 
imprudencia, impericia que llevan a la infracción de la lex artis al momento de realizar 
los procedimientos clínicos a los que haya lugar en el caso en particular. 
En el artículo 15 del Código de Ética Médica se preceptúa lo siguiente: 
El médico no expondrá a su paciente a riesgos injustificados. Pedirá su consentimiento para 
aplicar los tratamientos médicos, y quirúrgicos que considere indispensables y que puedan 
afectarlo física o síquicamente, salvo en los casos en que ello no fuere posible, y le explicará 
al paciente o a sus responsables de tales consecuencias anticipadamente. 
De lo citado previamente, se logra deducir que el médico tiene una inmensa 
responsabilidad con su paciente en el entendido de que es su deber informarle los riesgos 
a los que se expone en virtud del tratamiento o intervención al que se somete, pero 
adicional a ello, es responsabilidad del médico no exponer al paciente a un riesgo que este 
último no tiene por qué asumir, es deber del galeno igualmente ejecutar las acciones 
necesarias siguiendo los respectivos protocolos aceptados para los casos similares, 
utilizando además, todos los medios técnicos más su respectivo conocimiento e intelecto. 
Elementos todos, que finalmente se configuran en los instrumentos más idóneos para 
lograr una mayor efectividad reduciendo el riesgo de efectos adversos en el paciente. 
De todas formas, para poder hablar de responsabilidad penal en Colombia como tal se 
hace necesario que todo lo mencionado previamente se adecue con lo que ha sido 
preceptuado por el artículo 9 de la ley 599 del 2000 (Código penal), es decir, que las 
afectaciones que el médico cause en el paciente sean típicas (que se ajusten a los 
presupuestos objetivos y subjetivos preestablecidos dentro de la ley), que dicha acción 
sea antijurídica (es decir, que sea una conducta contraria a derecho y que vulnera un bien 
jurídicamente tutelado) y finalmente, que la acción pueda declararse como culpable ( es 
decir, que se cumplan las condiciones necesarias para poder declarar al profesional de la 
medicina como responsable penalmente por el injusto penal cometido).  
 
Ahora bien, como consecuencia del incumplimiento de estos deberes, es que se han 
venido incrementando los casos de responsabilidad penal médica culposa, una 
circunstancia que afecta tanto a los pacientes quienes se ven transgredidos debido a los 
resultados lesivos, como para los médicos, quienes deben asumir una serie de 
consecuencias, así su intención inicial haya sido la de ayudar al paciente. 
Sin embargo, las buenas intenciones no son suficientes, sino que, es deber del médico 
observar estrictamente los protocolos diseñados para atender el caso que se le presente. 
Esto es así, debido a que el profesional de la salud adquiere una fuerte responsabilidad y 
una posición de garante, la cual es entendida como “la situación en que se halla una 
persona, en virtud de la cual tiene el deber jurídico concreto de obrar para impedir que 
se produzca un resultado típico que es evitable” (Cursiva dentro del texto) (Corte 
Constitucional, sentencia C-1184/08, M.P.: Nilson Pinilla). 
Circunstancia anterior, que se erige como de suma importancia dentro de la 
responsabilidad penal médica, puesto que le impone al sujeto activo que se encuentra en 
esta posición, la obligación de evitar un resultado lesivo bien sea por acción o por 
omisión. Como bien expresó Roxin (1997) acerca de la posición de garante: 
Con ello se refiere a que tanto el autor de una comisión como el de una omisión, 
exactamente igual ambos, no evitan "algo", p.ej. el resultado típico en el caso paradigmático 
del delito consumado de resultado, pero ambos lo hubieran podido evitar; el autor comisivo, 
en cuanto se hubiera retraído él mismo, y el autor omisivo, en cuanto se hubiera interferido 
en el curso causal impidiendo el resultado. Por tanto, a ambos se les achaca un "no evitar 
evitable". Para no dejar este concepto de acción en una total falta de límites —pues 
teóricamente se puede evitar ininterrumpidamente todo lo posible interfiriendo en 
cualesquiera cursos causales. (p.247) 
De otro lado, también se hace válido decir que son múltiples las denuncias infundadas 
que llegan a manos de los tribunales con el fin de perjudicar al médico, expiar un dolor 
en alguien que no es culpable de nada o tratando de conseguir un beneficio económico, 
con lo cual cobra trascendental importancia la institución jurídica de la imputación 
objetiva, ya que a través de ella se logra demostrar si el sujeto denunciado en definitiva 
tiene responsabilidad y se le puede atribuir una conducta típica, antijurídica y culpable 
que debe ser objeto de una sanción. 
Esto es así, debido a que la imputación objetiva de forma práctica implica que “el tipo 
de un delito de resultado sólo queda cumplido cuando la conducta sometida a análisis a) 
ha generado un riesgo jurídicamente desaprobado y b) este riesgo se ha realizado en el 
resultado” (Cancio, 2007, p. 144). 
De todas formas, independiente de si la denuncia tiene fundamento o no, la simple 
imputación de una posible responsabilidad médica en cuanto a un resultado, genera 
estragos para el profesional médico, por lo que se debe ser muy estrictos al analizar los 
criterios de imputación con el fin de no generar una injusticia. En palabras de Fernández 
(2017): 
La existencia de una reclamación siempre supondrá, en sí misma, una penalización para 
quien la recibe —en este caso, el profesional de la salud—, debido no solo a todas las 
molestias y trastornos a los cuales debe enfrentarse, sino también a la pérdida del prestigio 
profesional, descrédito y publicidad negativa que puede originar una condena civil; sin 
hablar de los efectos que puede traer consigo también una posible responsabilidad penal (p. 
112). 
Ahora bien, con respecto al injusto cometido por un galeno en la aplicación de algún 
procedimiento médico, teniendo en cuenta la tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad de 
la conducta, debe decirse que es aquella consecuencia que debe asumir quien infrinja la 
norma y vulnere, violente y transgreda un bien jurídico que ha sido tutelado por el marco 
normativo vigente.  
De lo anterior se deduce, que la responsabilidad penal se deriva entonces de lo que 
jurídicamente se conoce como un delito, el cual es definido por Muñoz (2012) como “una 
acción u omisión, que debe ser dolosa, preterintencional o culposa  y que debe estar 
penada por la ley” (p. 2). Por lo tanto, en el ordenamiento jurídico colombiano debe 
describir claramente las características propias de cada una de esas conductas típicas, 
antijurídicas y culpables, y establecer cuál es el contenido de su pena en caso de que las 
mismas se llegasen a cometer. Esto, como forma de control social y como medio para 
garantizar la armonía al interior de la sociedad a través del fin persuasivo que le es 
inherente al derecho penal. 
Por lo tanto, puede decirse que la responsabilidad penal es una institución jurídica que 
permite imponer una sanción como consecuencia de la ejecución de una acción típica, 
antijurídica y culpable imputada a un individuo con independencia de su profesión, cargo, 
estatus económico o abstracción social, puesto que, la responsabilidad penal se debe 
aplicar en igualdad de condiciones, ya que el derecho penal en Colombia es de acto y no 
de autor.  
Sobre la responsabilidad penal médica en concreto, “la cual representa, en la 
actualidad, un tema de discusión central en la jurisprudencia penal” (Guerra, 2016, p. 
258), esta ha sido desarrollada por las Altas Cortes, especialmente, por la Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación Penal, organismo que ha tenido que resolver situaciones en 
donde se han visto involucradas las actuaciones de los galenos, quienes con su actuar y 
debido al incumplimiento de la lex artis y demás protocolos han originado perjuicios que 
deben ser sancionados penalmente. 
La imputación de la responsabilidad penal médica por la ejecución de una conducta 
típica (en su modalidad culposa), antijurídica y culpable, surge como consecuencia de la 
infracción al deber objetivo de cuidado que impone la normatividad penal, teniendo como 
baremo la lex artis, que al no ser respetada materializa la creación de un riesgo 
jurídicamente reprochable que se tiene que concretar en un resultado lesivo para el 
paciente el cual era previsible y que como tal, se configura en un delito por el cual se debe 
responder mediante la imposición de un pena establecida por el ordenamiento normativo; 
pero no basta solo con estos simples hechos, se debe demostrar y acreditar mediante la 
teoría de la imputación objetiva que la conducta realizada por el galeno, elevó el nivel de 
riesgo permitido por violación de la lex artis produciéndose un resultado previsible que 
se encuentra consagrado en la ley penal; y que el haber elevado ese nivel de riesgo 
permitido a un nivel no permitido fue la causa de la producción del resultado. 
2. La lex artis en el ejercicio de la profesión médica. 
La medicina como toda ciencia practicada por el hombre ha venido evolucionando a 
través de la experiencia que da la práctica y obviamente, se ha desarrollado gracias a la 
rigurosa investigación científica que se realiza con la finalidad de lograr mejores 
resultados y hallar nuevos descubrimientos en beneficio de la salud y bienestar de los 
individuos. 
Por consiguiente, mediante el desarrollo evolutivo logrado a través de los años en los 
que se lleva practicando esta profesión, es que se ha conseguido establecer una serie de 
procedimientos y protocolos aceptados, los cuales, se pueden realizar y ejecutar al 
momento de atender los diferentes casos clínicos que la ciencia médica deba conocer y 
tratar a través de sus profesionales.  
Es decir, que dicha experiencia que ha sido adquirida se condensa en lo que se conoce 
como la lex artis, que significa regla del arte y que comúnmente se utiliza para “referirse 
a un cierto sentido de apreciación sobre si la tarea ejecutada por un profesional es o no 
correcta o se ajusta o no a lo que debe hacerse” (Valencia, 2001, p. 21). 
Por lo tanto, se puede definir a la Lex artis “como el conjunto de reglas para el ejercicio 
médico contenidas en la literatura universalmente aceptada, que establece los medios 
ordinarios para la atención médica y los criterios valorativos para su empleo” (Dubón, 
Mendoza y Romero, 2012, p.43). En igual sentido, la Corte Suprema de Justicia define a 
esta figura como el “conjunto de reglas científicas o de la experiencia, verificables y 
actuales que integran el conocimiento aprobado por la comunidad científica” (Sentencia 
SP8759-2016). 
A su vez, la lex artis se encuentra constituida por 4 elementos que son mencionados 
por Valencia (2001, p. 22) y que son los siguientes: un profesional idóneo, quien debe 
dominar la materia y contar con los conocimientos necesarios para poder ejercer la 
medicina sin temeridad; un estudio y análisis previo del paciente, algo que se fundamenta 
en el artículo 10º de la ley 23 de 1981 que estipula que el médico debe dedicar el tiempo 
necesario para realizar una evaluación adecuada de la salud de la persona; el empleo de 
técnicas y medios convenientes con aceptación universal, fundamentado en el artículo 12 
ibídem y finalmente; por el consentimiento informado del cual se hablará a continuación, 
pero que implica la autorización que el paciente le otorga al médico con el fin de que 
pueda realizar el procedimiento propuesto una vez que haya sido informado de los 
pormenores del mismo. 
Es por ello, que la lex artis se configura como un instrumento de importante relevancia 
dentro de la institución jurídica de la responsabilidad penal médica, esto es así, debido a 
que le impone al profesional “actuar con la diligencia debida para luchar por el bienestar 
del paciente y de la humanidad, evitando el dolor y el sufrimiento” (Corte Suprema de 
Justicia, Sentencia SC7110-2017).  
En consecuencia, a partir de la lex artis es que se puede determinar cuál es el riesgo 
permitido en el ejercicio de la profesión médica, con el fin de que se declare o no una 
responsabilidad penal de índole culposa, cuando estos parámetros se ven vulnerados por 
la impericia, negligencia o imprudencia del galeno, situación que es la que se pretende 
responder dentro de esta investigación.  
Lo anterior es así, debido a que como ya se mencionó con anterioridad, la lex artis le 
exige al profesional velar por la salud del paciente, por su recuperación y mejoría, por lo 
tanto, a través de ella se asume una posición de garante que se materializa a través de un 
“diagnóstico, tratamiento o pos-tratamiento capaz de generar una lesión al bien jurídico 
que se había podido evitar -por ser previsible- de haber actuado el agente con las 
precauciones técnicas del caso” (Sentencia SP8759 de 2016). 
Es decir, que desde el instante mismo que el médico inicia su relación con el paciente, 
ya se asume la posición de garante y por lo tanto a partir de ese momento el galeno deberá 
tomar todas las precauciones necesarias y utilizar todos los mecanismos técnicos 
aprobados universalmente para no causar un daño en el paciente, generándose una 
responsabilidad culposa cuando como consecuencia del incumplimiento de los 
presupuestos de la lex artis por imprudencia, impericia o negligencia se crea un riesgo 
jurídicamente desaprobado que se concreta en un resultado previsible el cual se tipifico 
en su modalidad culposa. 
Lo cual conllevaría a la imputación de un delito culposo, ya sea por acción o por omisión, 
el cual se caracteriza por ser una “lesión de una norma prohibitiva, la cual al lado de la 
producción activa del resultado prevé de una manera secundaria un mandato de acción 
que se dirige a determinadas personas y cuya infracción es presupuesto de la punibilidad” 
(Bacigalupo, 2006, pp. 115-116). En este sentido, Bernate (2010) se expresó de la 
siguiente manera:  
… es claro que cuando, a partir del mismo, se produce un resultado lesivo para el paciente, 
penalmente hablando se genera la posición de garantía en el profesional de la salud, por lo 
que éste será responsable en comisión por omisión de los resultados causados al paciente 
por su error. (p. 284) 
Es así, que con el fin de determinar la responsabilidad penal de un profesional de la 
medicina siempre y cuando se trate de un delito culposo, le corresponderá observar al 
juez como prepuesto principal para el análisis del caso, que el daño ocasionado al paciente 
se haya originado en primer lugar, como consecuencia de la infracción de la lex artis por 
imprudencia, negligencia o impericia, debido a que ello conllevará a determinar si se ha 
creado un riesgo jurídicamente reprochable o si un riesgo que es legítimamente permitido 
ha sido elevado por la acción o por la omisión culposa del galeno. 
Por lo tanto, si bien en el ámbito de la responsabilidad penal médica los galenos pueden 
responder en el ejercicio de su profesión por conductas dolosas, culposas o 
preterintencionales, para lo que concierne a este artículo investigativo frente a la 
responsabilidad culposa los profesionales de la salud responden penalmente tanto por los 
delitos de omisión culposa (omisión propia), como en los delitos de comisión por omisión 
culposa(omisión impropia), puesto que la posición de garante que asume el médico 
representa una fuerte carga de responsabilidad frente a la salud del paciente en donde el 
galeno tiene la obligación de ceñirse a los protocolos establecidos por la lex artis para 
cada caso en particular. Lo anterior, sin dejar de lado la obligación de prestar la ayuda y 
el socorro necesario en los eventos en que no se pueda cumplir de inmediato con el 
requisito del consentimiento informado. 
 
2.1   El deber objetivo de cuidado en la actividad médica. 
El deber objetivo de cuidado se encuentra regulado al interior del Código Penal 
colombiano, que en su artículo 23 estipula que “la conducta es culposa cuando el resultado 
típico es producto de la infracción al deber objetivo de cuidado y el agente debió haberlo 
previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo”.  
Es decir, que este elemento normativo se encuentra relacionado con la comisión de los 
delitos culposos, los cuales se cometen al actuar de manera imprudente o negligente 
originando de esta forma, una situación lesiva que bien podría haber sido evitada. En 
palabras de Velásquez (2013): 
Como ya se indicó, el agente debe realizar la conducta como la habría ejecutado cualquier 
hombre razonable y prudente en la situación del autor; así las cosas, si el autor no obra 
acorde con tales exigencias, realiza una “infracción al deber objetivo de cuidado” 
(confróntese, artículo 23). Es este, a no dudarlo, el elemento normativo por excelencia de 
los tipos culposos en el derecho vigente. (P-. 439) 
De lo anterior se deduce, que a través de la valoración que se realiza del deber objetivo 
de cuidado, lo que se busca establecer es si el actor cumplió con las exigencias del caso 
en particular y con ello, se logró reducir la creación de posibles riesgos para un bien 
jurídico de un individuo en particular.  
Es decir, que en el caso del ejercicio de la profesión médica, lo que se busca a través 
del cumplimiento del deber objetivo de cuidado, es reducir los riesgos a los que se 
encuentran sometidos los pacientes en cada uno de los procedimientos médicos. Algo que 
se materializa al cumplir de forma estricta con las estipulaciones establecidas por la lex 
artis para cada caso en particular del que deba conocer el profesional de la salud. 
Es decir, que el incumplimiento de las determinaciones de la lex artis conlleva a la 
infracción del deber objetivo de cuidado al crearse un riesgo jurídicamente desaprobado 
o al haberse elevado un riesgo permitido como consecuencia de una acción imprudente o 
negligente que se concretiza en un resultado lesivo para el paciente.  
Como Herramienta jurídico penal creada para determinar cuándo y que elevación del 
riesgo se concreta en un resultado específico se creó el concepto de la imputación 
objetiva, institución jurídica que no analiza tan solo la concreción del resultado lesivo, 
sino, que estudia todas las acciones ex ante que dieron origen a la afectación del bien 
jurídico tutelado. Sobre esto, la Corte Constitucional se pronunció de la siguiente forma: 
… la estructuración de una aproximación al daño evitable o no tolerado. Conforme con lo 
anterior, la Corte Suprema de Justicia precisó que los actos realizados en ejercicio de la 
medicina pueden caer en el ámbito de la imputación objetiva, cuando el agente asume 
voluntariamente la posición de garante respecto del paciente, inobserva el deber objetivo 
de cuidado que le impone la lex artis y, como consecuencia, causa un daño antijurídico. 
(Sentencia T-453/17). 
Por su parte Martínez (2011), cita una interesante sentencia de la Corte Suprema de 
Chile, mediante la cual se describe las condiciones para que se genere un delito culposo 
en donde será necesario para la imputación de responsabilidad penal, que se presente la 
infracción del deber objetivo de cuidado y que el resultado lesivo sea previsible, estando 
el agente, además, en la obligación de preverlo. En palabras del autor: 
Actúa culposamente el que infringe un deber de cuidado que personalmente le incumbe y 
puede prever la aparición del resultado, el que o bien no prevé o bien, previéndolo, confía 
imprudentemente en poder evitarlo. En definitiva, para que nazca la responsabilidad 
culposa, será necesario: a) que exista un comportamiento voluntario; b) que la acción u 
omisión origine un resultado antijurídico; c) que el resultado sea previsible; d) que exista 
la obligación de preverlo; y e) que haya relación causal entre la acción u omisión y el 
resultado típico. La Teoría de la Culpa está cimentada, entonces, en dos pilares básicos: 1. 
el deber de cuidado, que obliga al sujeto a poner en su actividad una atención suma a objeto 
de no dañar los bienes protegidos por el legislador, y 2. la previsibilidad del resultado, 
establecido a partir de parámetros ordinarios o comunes, puesto que nadie puede responder 
por resultados imprevisibles. Existirá culpa por el solo hecho de que el sujeto activo haya 
ejecutado el acto prohibido o no haya realizado el ordenado por la ley o el reglamento, pues 
significa que omitió las medidas de prudencia o precaución necesarias para evitar un daño, 
reduciéndose la labor del tribunal a averiguar, conforme al mérito de los antecedentes, si 
medió conducta culposa por parte del encausado y quebrantamiento de reglamentos. (p. 
217) 
Lo anterior, se presenta en el ejercicio de la actividad médica, en donde el galeno al 
momento mismo de asumir la posición de garante adquiere la responsabilidad de seguir 
los lineamientos técnicos aprobados universalmente y descritos por la lex artis para llevar 
acabo el procedimiento informado al paciente. De lo contrario, se entra a estudiar la 
posible responsabilidad penal debido a la infracción del deber objetivo de cuidado y por 
el hecho de realizarse una acción u omisión que se podía prevenir. 
Por lo tanto, se comienza a despejar dentro de esta investigación la respuesta a la 
pregunta planteada, en el entendido que hay elementos jurídicos que permiten definir el 
límite del riesgo permitido dentro del ejercicio de la profesión médica, puesto que incluso 
se puede dar un resultado típico que es lesivo para al paciente, pero si se comprueba el 
estricto cumplimiento de los elementos descritos previamente, es decir, la lex artis, el 
consentimiento informado y el cumplimiento del deber objetivo de cuidado, no habrá 
lugar entonces, a la imputación de una responsabilidad penal por la comisión de un delito 
culposo o de comisión por omisión culposa. 
2.2  La imputación objetiva en la figura de la responsabilidad médica. 
La teoría de la imputación objetiva surge en Alemania gracias al trabajo realizado por 
doctrinantes como Claux Roxin, siendo una respuesta a la confrontación generada entre 
el causalismo y el finalismo, mediante la cual se pretendía, lograr que a través de la 
imputación se abarcara algo mucho más allá del aspecto personal o subjetivo de la 
conducta. Por consiguiente, con la teoría de la imputación objetiva se propuso sustituir la 
relación de causalidad, por una conexión fundamentada en aspectos jurídicos más no 
naturales. Como bien indicó Montealegre (2007): 
La teoría de la imputación objetiva surge de la evolución de las teorías causales que 
intentaban restringir el amplísimo concepto de causa de la teoría de la equivalencia de 
condiciones, aportando argumentos para explicar por qué determinadas acciones que desde 
el punto de vista natural eran causa no podían, sin embargo, ser consideradas típicas, sin 
necesidad de acudir al correctivo de la culpabilidad que quedaba demasiado lejos. (p. 241) 
Es decir, que para la imputación objetiva lo más importante es que se genere un 
resultado lesivo concreto como consecuencia de la creación de un riesgo no permitido, lo 
que significa que esta teoría lo que busca estudiar, es si la acción realizada crea un riesgo 
desaprobado que se concretiza en un daño antijurídico para el sujeto pasivo y quien es el 
responsable por dicho daño.  
A diferencia de la teoría causalista, en donde, para atribuir una responsabilidad tan 
solo era necesario que se demostrara la causa que originó el perjuicio, es decir, que solo 
era necesaria la acción como factor causal por lo que la intensión o no de causar el 
perjuicio se hacía irrelevante, en Colombia según los pronunciamientos de la Corte 
Suprema de Justicia es procedente que se empleé la teoría de la imputación objetiva como 
instrumento para determinar a un sujeto como responsable de una determinada conducta 
delictiva.  
Por otro lado, debe decirse que la formulación de la imputación objetiva es la conquista 
de un arduo trabajo y evolución de las instituciones jurídico-penales, donde se ve en su 
concreción el aporte de grandes pensadores que en un momento determinado sentaron las 
bases para establecer los presupuestos de esta teoría, tal es el caso de Hegel quien 
manifestaba que, en virtud del elemento subjetivo, es decir, que, basados en la conciencia 
y conocimiento en la acción ejecutada por el sujeto activo, solo era posible reconocer las 
conductas dolosas. 
Mientras que, Larenz, quien logró retomar el termino de imputación el cual ya había 
sido desarrollado previamente, pero que entró en desuso debido a la aplicación del 
término causa, permitió extender un poco más el escenario atribución de responsabilidad, 
esto es así, debido a que permitió abarcar no solo la subjetividad de la conducta en cuanto 
al dolo como causal de imputación, sino que también tuvo en cuenta las conductas que 
por determinada negligencia originaron un perjuicio, es decir, que incluyó la culpabilidad 
y el dolo como factores de atribución de responsabilidad penal, algo que es inherente a la 
actual teoría de la imputación objetiva. Por lo tanto: 
Esta teoría de la imputación objetiva, con un nacimiento en Europa occidental, sin ninguna 
duda fue un elemento clave para el entendimiento y la evolución del derecho Penal en el 
mundo. Saber y entender el fin al que quiere llegar el autor de una conducta es igual de 
importante como saber si el resultado que se obtuvo fue consecuencia de la acción y/u 
omisión que éste realizó. (Gutiérrez y Quebradas, 2031, p. 8) 
Lo que significa, que la imputación objetiva representa una evolución y una respuesta 
concreta frente a las necesidades del derecho penal, puesto que comprende no solo la 
parte volitiva del sujeto activo, sino que también, tiene en cuenta la relación entre la 
conducta ejecutada, sea por acción o por omisión y la creación o elevación de un riesgo 
que ha sido permitido en virtud del devenir de los avances realizados para el desarrollo 
social. 
Ahora bien, como toda actividad ejercida por el hombre, la profesión médica genera 
riesgos para las personas, especialmente, si se tiene en cuenta que la medicina implica la 
ejecución de procedimientos que se realizan directamente sobre un individuo, por lo tanto, 
afectan de forma directa su cuerpo y su salud, obviamente, con el fin de lograr una mejoría 
o prevenir un determinado padecimiento y sufrimiento para el paciente. 
 Por consiguiente, todo acto médico a realizar puede traer consecuencias negativas que 
se derivan de múltiples factores, pero que, si las mismas se presentan inclusive cuando se 
observen y acaten las normas y protocolos establecidos por la lex artis, o que se generen 
como consecuencia de causas fortuitas, fuerza mayor o todo acto ajeno al médico, no 
ocasionarán entonces, ningún tipo de responsabilidad penal. Esto, debido a que es un 
riesgo al que está expuesto todo individuo, pero que es tolerado por el derecho. 
De no ser así, es decir, que si el derecho no permitiera dichos riesgos, supondría 
entonces, que se deberían prohibir o limitar muchas actividades humanas que representan 
sin duda alguna un avance para el desarrollo de la sociedad. Ejemplo de ello, es la 
conducción de vehículos, la fabricación de armas, el transporte aéreo, y por supuesto, la 
práctica de la medicina. De manera que, “estas consideraciones llevan al derecho a tolerar 
los peligros que son irremediablemente propios de tales actividades y receptar 
coactivamente sólo aquellos que lo sobrepasan, en infracción a la reglamentación que las 
rige” (Cruz, 2015, p.8). 
En el mismo sentido Jakobs (1998) expresó lo siguiente: 
Puesto que no es posible una sociedad sin riesgos y no se plantea seriamente la renuncia a 
la sociedad, no puede haber una garantía normativa de total ausencia de riesgos, sino que, 
por el contrario, el riesgo inherente a la configuración social irremediablemente ha de 
tolerarse, y con ello como riesgo permitido. (Cursiva dentro del texto) (p. 46). 
Ahora bien, a diferencia de lo que ocurre con otras actividades que generan riesgo, en 
el ejercicio de la profesión médica ese riesgo obligatoriamente debe ser consentido por 
quien está en posición de padecerlo, por lo que se recalca nuevamente en este punto, la 
importancia del consentimiento informado dentro del ejercicio de la medicina como una 
forma de proteger al paciente al informarle todos los pormenores del procedimiento y 
para el profesional que lo vaya a ejecutar, esto con el fin de no generar o de disminuir un 
posible riesgo que no está tolerado por el derecho o que si se presenta, el mismo no 
configure una responsabilidad al haberse observado los protocolos y las leyes. En 
palabras de la Corte Suprema de Justicia: 
… si hay una actividad peligrosa en la que se debe consentir la existencia de un riesgo 
permitido, esa es la medicina. En verdad, se admite cierto nivel de exposición al daño 
inherente a su ejercicio, en tanto se trata de una ciencia no exacta cuya práctica demanda 
para el colectivo social la necesidad de aceptar como adecuada la eventual frustración de 
expectativas de curación o recuperación, siempre que no se trascienda a la estructuración 
de una aproximación al daño evitable o no tolerado. (Cursiva dentro del texto) (Sentencia 
SP8759-2016) 
En este sentido, se entiende entonces que el riesgo permitido dentro de la actividad 
médica se encuentra circunscrito a las estipulaciones establecidas por la lex artis, por los 
protocolos y guías, por la ley pública y, por el principio de confianza “en virtud del cual 
el hombre normal espera que los demás actúen de acuerdo con los mandatos legales” 
(Corte Suprema de Justicia, radicado 39.023).  
Presupuestos anteriores, que le corresponde observar al profesional de la salud, ya que 
el incumplimiento de estos genera un riesgo no tolerado por el derecho o se configura en 
una elevación de uno que si lo está, lo que traería como consecuencia en caso de que se 
llegue a concretizar un resultado lesivo para el paciente, que el médico responda 
penalmente cuando su acción u omisión se encuadren dentro de una conducta típica que 
es merecedora de una sanción penal. 
Además, el riesgo permitido se encuentra estrechamente relacionado con la figura de 
la imputación objetiva, esto es así, debido a que virtud de su infracción, se genera un 
peligro que se materializa en un resultado lesivo, siendo esta herramienta una forma de 
determinar si dicho riesgo se superó o no. De acuerdo con la Corte Suprema de Justicia, 
la imputación objetiva representa: 
La creación de un peligro no abarcado por el riesgo permitido, con incidencia en un 
resultado lesivo concreto; sin dejar de lado el elemento subjetivo, esto es, el conocimiento 
del agente respecto de las circunstancias creadoras del riesgo y del peligro en sí mismo. 
(Sentencia SP8759-2016). 
Por consiguiente, “la base del juicio de la imputación objetiva es, por tanto, la 
existencia de un riesgo no permitido implícito en la acción (desvalor de acción)” (Arroyo, 
et al., 2010, p. 230), lo anterior, sumado a que se concretice en un resultado lesivo. 
Significa esto, que la imputación objetiva cuando se trata de la responsabilidad penal 
médica entra a estudiar la conciencia y el elemento volitivo del agente al momento de la 
realización de una conducta en la que recae una infracción al deber objetivo de cuidado. 
De tal forma, que se comienza por revisar ex ante la conducta que originó el riesgo no 
permitido y si ese riesgo se concretó en un resultado lesivo para el sujeto pasivo teniendo 
en cuenta claro está, las circunstancias ex post conocidas. Es decir, que para la imputación 
objetiva el factor más importante para que se configure la responsabilidad penal no es el 
resultado de una conducta transgresora de una bien jurídicamente tutelado, sino, las 
circunstancias que llevaron a que esta situación se generara. 
 Esto es, la creación de un riesgo no permitido o la elevación de uno que si lo está 
debido a la infracción del deber objetivo de cuidado que para la profesión médica se 
traduce en la observación de los preceptos dispuestos por la lex artis, los protocolos y 
guías y la norma pública; adicional a ello, se debe demostrar la relación entre dicha 
infracción ejecutada a través de una acción u omisión por parte del profesional de la salud 
y el daño producido al paciente. Entrándose a diferenciar la conducta entre dolosa o 
culposa en el entendido si los protocolos fueron vulnerados con conocimiento y 
voluntad (dolo), dejando el resultado al azar (dolo eventual) o por imprudencia, 
negligencia o impericia (culpa) cuando el resultado era previsible.   
Como bien indicó la Corte Suprema de Justicia, “la teoría de la imputación objetiva 
enseña que para que un resultado pueda ser atribuido a un agente, este ha debido crear o 
incrementar un riesgo jurídicamente desaprobado y este riesgo creado debió realizarse en 
el resultado típico”. (Sentencia SP8759-2016). Adicional a ello, en la misma sentencia, 
haciendo referencia a los delitos culposos que son los que en la mayoría de los casos se 
les imputan a los profesionales médicos, la Corte también expresó que: 
Además de la causalidad natural entre la acción y el resultado, la atribución jurídica de la 
responsabilidad culposa exige, además, que con su comportamiento imprudente el agente 
haya creado o extendido un riesgo no permitido por las reglas de conducta a las que debería 
sujetar su actividad, y que ese riesgo se concrete en un resultado lesivo. (Sentencia SP8759-
2016). 
De manera que, se hace posible deducir sobre la responsabilidad penal médica, que si 
el profesional de la salud actúa y ejecuta los procedimientos médicos manteniéndose 
dentro de los límites del riesgo permitido, significa que, así se presente un resultado lesivo 
para el paciente, como por ejemplo la muerte o una afectación física como lo es una 
amputación no habrá cabida entonces a una imputación de responsabilidad. En esta misma 
línea, López (1998, p. 74), citado por Valencia (2013, pp. 128-129) expresó que: 
Dicho de otro modo, los casos de riesgo permitido se refieren a las “… conductas que ponen 
en peligro los bienes jurídicos, pero dentro de los límites que establece el ordenamiento 
jurídico, o dentro de los parámetros que ha venido configurando históricamente la sociedad 
… la medicina, la enfermería, la instrumentación quirúrgica, la fonoaudiología, y en 
general todas las ciencias de la salud, que se realizan conforme a los parámetros legales; o 
dentro de las guías o protocolos médicos; o según lo descrito en la literatura, en especial la 
medicina basada en la evidencia; y finalmente, en casos de falta de norma legal o extralegal, 
el baremo del hombre inteligente, con conocimientos especiales. Este análisis corresponde 
a la denominada Lex artis. 
Igualmente, vale decir que no siempre se hace posible para el médico aplicar las 
estipulaciones contenidas en las fuentes de riesgo permitido ya mencionadas dentro de 
esta investigación, ya que esto depende de múltiples factores, como por ejemplo el acceso 
a los medios científicos que tenga disponibles el profesional para su labor al momento de 
realizar el procedimiento. 
Un ejemplo de lo anterior se presenta cuando un médico debe operar de urgencia a un 
paciente en un hospital de un municipio o de un pueblo apartado y sin tener la posibilidad 
de remitirlo a un centro de salud más equipado (ejemplo 1); en comparación a aquel 
profesional que se ve inmerso en la misma situación, pero que tiene a su disposición toda 
clase de instrumentos y medios que un hospital de tercer nivel le pueda facilitar. 
Por lo tanto, en el primer ejemplo caso señalado en el párrafo anterior (en el que el 
médico no dispone de los recursos o herramientas idóneos para realizar un procedimiento 
médico de cualquier índole) no habría cabida a la responsabilidad penal debido a una 
situación ajena al profesional de la salud, en la cual no tiene nada que ver su experiencia, 
conocimiento, e idoneidad profesional. Sobre esto, la Corte Suprema de justicia manifestó 
lo siguiente: 
El protocolo… está configurado por el conjunto de prácticas y procedimientos médicos que 
la comunidad científica ha admitido y aceptado como eficaces, pero su concreción, en 
últimas, depende de otros factores como la situación y antecedentes específicos de cada 
paciente, los medios científicos al alcance en un momento dado y la experiencia del 
profesional. (Sentencia SP8759-2016). 
En resumen, la imputación objetiva en la figura de la responsabilidad penal médica 
interviene es entre la acción ejecutada por el profesional de la salud y el daño causado en 
el paciente, verificando si la realizada por el autor ha creado o incrementado un riesgo 
jurídicamente desaprobado que incide en la producción de un resultado lesivo, la cual 
será culposa si el aumento del riesgo fue por imprudencia, impericia o negligencia; lo 
anterior, como consecuencia de la infracción al deber objetivo de cuidado que debe 
observar el médico, en virtud de las normas sobre las cuales debe guiar su 
comportamiento y su conducta profesional. 
De manera que, si llegase a faltar alguno de los presupuestos señalados, no habría lugar 
a tipificar la conducta y por ende, no habría posibilidad de endilgar responsabilidad penal 
así se haya generado un daño en la persona. Enfatizando entonces, que lo más importante 
para la imputación objetiva no es que se haya originado un resultado dañoso (una muerte 
o una lesión al paciente), sino que el mismo se haya presentado debido a la creación de 
un riesgo no permitido por la lex artis y demás normas y protocolos y, que ese riesgo sea 
el que se concretice en el resultado lesivo.  
2.3 El consentimiento informado. 
La figura del consentimiento informado ha evolucionado a la par del desarrollo de la 
medicina, solo que este lo ha hecho con respecto a la relación entre el médico y el 
paciente, logrando empoderar al individuo al hacerlo participe en cierto de modo de la 
actividad médica, ya que finalmente, será la persona que requiere del servicio del médico 
quien decida si se practica el procedimiento propuesto o no. 
Sobre lo anterior, vale decir que dicha evolución se generó como una forma de proteger 
los derechos fundamentales, que de acuerdo con Llano y Velasco (2016), se encuentran 
“íntimamente relacionados con los derechos humanos” (p. 39), puesto que en un principio 
era el médico quien podía decidir a voluntad propia sobre cuál era el tratamiento a realizar 
en el paciente sin necesidad de consultarle y mucho menos de informarle sobre cuáles 
eran sus riesgos. Tal y como expresaron Henao y Legarda (2011): 
Hasta hace poco tiempo, la relación que nace entre el profesional de la salud y su paciente, 
se regía por un modelo conocido como paternalismo médico o principio de beneficencia, 
en el que la toma de decisiones sobre la salud y tratamientos a realizar a un determinado 
paciente con miras a restablecer su estado de salud, dependía exclusivamente del criterio 
establecido por el médico, quien tenía la potestad de decidir sobre la cantidad y calidad de 
la información que suministraría al enfermo, que en la mayoría de las ocasiones era nula. 
(p. 135) 
Es por ello, que la figura del consentimiento informado se encuentra estrechamente 
ligada al respeto por la voluntad, libertad y capacidad de decisión del paciente sobre su 
cuerpo y su salud, esto, con respecto a la realización de un tratamiento o cualquier otro 
acto médico en su persona, del cual es total y absolutamente libre de aceptar o no de 
acuerdo con su autonomía. De acuerdo con el artículo 15 del Estatuto de Ética Médica: 
El médico no expondrá a su paciente a riesgos injustificados. Pedirá su consentimiento para 
aplicar los tratamientos médicos, y quirúrgicos que considere indispensables y que puedan 
afectarlo física o síquicamente, salvo en los casos en que ello no fuere posible, y le explicará 
al paciente o a sus responsables de tales consecuencias anticipadamente. 
Por lo tanto, el consentimiento informado es un acto libre que representa la 
manifestación de la voluntad de un individuo que depende de la información veraz, clara 
y trasparente que pueda recibir por parte del médico tratante, ya que solo de esta forma le 
será más fácil comprender las consecuencias de su decisión y los riesgos a los que puede 
verse inmerso si decide aceptar o no. Como bien manifestó El Consejo de Estado:  
Según la doctrina, se entiende por consentimiento informado el proceso que surge en la 
relación médico-paciente, por el cual éste último expresa su voluntad y ejerce por tanto su 
libertad al aceptar someterse o rechazar un plan, diagnóstico terapéutico, de investigación, 
etc., propuesto por el médico para actuar sobre su persona, y todo ello tras haber recibido 
información suficiente sobre la naturaleza del acto o actos médicos, sus beneficios y riesgos 
y las alternativas que existan a la propuesta. (Sentencia del 27 de marzo de 2014, radicado 
26660) 
Por lo tanto, se entiende al consentimiento informado como un acto por medio del cual 
se protege el derecho a la autodeterminación de la persona, su dignidad, su libertad y su 
autonomía que es entendida por la Corte Constitucional como el: 
… derecho a tomar decisiones que determinen el curso de su vida. Esta posibilidad es una 
manifestación del principio general de libertad, consagrado en la Carta de derechos como 
uno de los postulados esenciales del ordenamiento político constitucional (C.P. arts. 13, 16 
y 28). Del principio general de libertad emana el derecho específico de la autonomía del 
paciente que le permite tomar decisiones relativas a su salud. (Sentencia T-401/94). 
Ahora bien, de acuerdo con el Ministerio de Protección Social (2013, pp. 7-8), el 
consentimiento informado se encuentra compuesto por 4 elementos que son: la 
voluntariedad, que hace referencia al acto libre y auto-determinado que ejerce la persona 
al momento de dar su autorización para la realización de un procedimiento médico; la 
información en cantidad suficiente, que consiste en informar al paciente de todos los 
pormenores y riesgos del procedimiento, así como de las diferentes alternativas; la 
información en calidad suficiente, que se refiere a que toda la información que se brinde 
al paciente debe ser clara y dada en un lenguaje comprensible y por último; la 
competencia, que hace referencia a la capacidad del paciente para aceptar o rechazar el 
procedimiento y conceder o negar su consentimiento para ello. 
Por otro lado, el consentimiento informado también se erige como un instrumento de 
protección para el médico tratante, puesto que dicha manifestación de la voluntad implica 
el traslado de la responsabilidad de los posibles riesgos al paciente, siempre y cuando se 
le haya informado claramente sobre estos y, desde que el galeno haya actuado conforme 
a las reglas de la Lex artis. 
 Es por ello, que el consentimiento informado permite dilucidar que el límite del riesgo 
permitido en la actividad médica se encuentra condicionado al acatamiento de los 
presupuestos de la lex artis y por la autorización espontánea y libre que otorgue el 
paciente una vez que haya sido informado acerca de todos los pormenores del 
procedimiento a realizar. 
Esta manifestación de voluntad al autorizar la intervención ajena en una órbita privada está 
cumpliendo con dos funciones, la primera trasladar la responsabilidad por los resultados 
derivados del actuar del tercero al individuo titular del bien jurídico que manifestó su 
consentimiento, siempre que el tercero ejecute su conducta de acuerdo a lo informado a 
quien consiente; la segunda, legitimar la conducta del tercero, al recibir una autorización 
del titular del bien jurídico individual para intervenir en la órbita privada, que el 
ordenamiento jurídico garantiza para el ejercicio de este derecho. (Valencia, 2001, p. 23) 
De modo tal, que la responsabilidad penal médica no se configura así se haya causado 
un resultado típico cuando el médico dentro de su actuar cumpla con los dos factores que 
podrían considerarse como los más importantes dentro de la relación médico-paciente, 
estos son: el acatamiento de los presupuestos de la lex artis y la consecución del 
consentimiento informado en debida forma por parte del individuo que se somete al 
procedimiento.   
Es decir, cumplir con las normas y procedimientos universalmente aceptados para el 
caso clínico del que debe conocer el médico y, por otro lado, respetar la 
autodeterminación y autonomía de la persona, puesto que solo es posible decir que un 
procedimiento es considerado como consentido cuando el galeno asumió con 
responsabilidad su obligación de brindar la información suficiente y de calidad al 
paciente. 
 
3. La vida e integridad física como los bienes jurídicos más vulnerados a 
consecuencia de la responsabilidad médica. 
Para finalizar, se analizará de manera sucinta aquellos bienes jurídicos tutelados que son 
trasgredidos con mayor frecuencia como consecuencia del ejercicio de la profesión 
médica, ilustrando el análisis con dos ejemplos encontrados en la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia y en el Tribunal de Ética Médica. Cabe resaltar que se hará 
énfasis únicamente a los delitos que atentan contra la vida y la integridad física, siendo 
estos los más susceptibles de ser vulnerados en los procedimientos médicos. 
En primer lugar, encontramos como uno de los bienes jurídicos tutelado que corre el 
riesgo de ser transgredido es la vida, el cual es protegido a través del Libro Segundo, 
Título I, de la Parte Especial del Código Penal, artículos 101 al 110, 122 al 124 y por el 
131, esto es así, debido a las características vitales que representa el concepto de la salud 
en las personas, quienes se pueden ver comprometidas de forma mortal debido a las 
intervenciones clínicas que le sean realizadas. Aunque, si bien es cierto, los riesgos de 
que se afecte la vida de una persona son inherentes a dichas intervenciones, estos se 
pueden reducir si se sigue lo estipulado por la lex artis. 
Lo mismo sucede con la integridad física como bien jurídico tutelado, el cual se 
encuentra protegido por los artículos 111 al 121 y que así mismo, se transgrede por las 
intervenciones médicas realizadas en el paciente sin cumplir con los presupuestos 
establecidos por la lex artis, lo cual puede traer como consecuencia ciertas afectaciones 
temporales o permanentes en la salud de los pacientes debido a un daño que se genere en 
sus órganos o miembros, como por ejemplo una amputación.  
Es así como encontramos el homicidio culposo como uno de los más comunes, estipulado 
en artículo 109 del código penal que determina una pena de entre 2 a 6 años de prisión, 
debido a la mala praxis médica y a la violación de los preceptos de la lex artis, muchos 
procedimientos culminan en un resultado en extremo dañoso para al paciente, hasta el 
punto de que este último pierde su vida.  
Un ejemplo, es el caso descrito por el Tribunal de Ética Médica (2016, pp. 30-33), en el 
cual una joven que fue sometida a una cesárea en la Clínica la Misericordia se acerca 
nuevamente a dicho centro hospitalario después de 8 días posteriores a su intervención, 
manifestando dolores abdominales intensos, en dicha clínica fue sometida nuevamente a 
una cirugía por signos de abdomen agudo y durante el post operatorio inmediatamente 
posterior falleció. Durante el proceso llevado a cabo en ese tribunal, se pudo constatar 
que debido a la reintervención después de la cesaria a la que fue sometida la paciente, se 
le causaron lesiones en el colon que le generaron una infección abdominal que finalmente 
le produjo la muerte.  
Por otro lado, otro de los delitos que con más frecuencia puede cometer un médico en 
ejercicio de su profesión, es el de las lesiones personales culposas tipificado en el artículo 
120 de Código Penal, el cual dispone de una pena de 1 a 3 años (excarcelable). Un caso 
de ejemplo es el que se presenta en la sentencia AP1661-2014, en donde se relata que una 
menor de edad fue llevada a una clínica en la ciudad de Facatativá debido a que presentaba 
una tos seca. 
En consecuencia, la pediatra que la atendió le ordenó a una de las enfermeras aplicarle 
una inyección de penicilina sin realizar una prueba previa de alergias, lo que causó que la 
menor convulsionara y perdiera el sentido entrando en coma, diagnosticándosele de forma 
posterior una secuela funcional permanente del órgano del sistema nervioso central. Por 
este motivo, la profesional fue condenada a 1 año y 2 meses de prisión por el delito de 
lesiones culposas. 
Para culminar, hay que decir que, en los casos y delitos mencionados con anterioridad, se 
logra demostrar que no seguir los lineamientos dispuestos por la lex artis origina efectos 
gravísimos en la salud de los pacientes, hasta el punto tal de causar la muerte de estos 
últimos. Es por ello, que el derecho, así como la medicina ha tenido que evolucionar con 
el fin de intervenir en estos asuntos con la finalidad de brindar una protección y 
salvaguarda a la sociedad frente a la comisión de este tipo de conductas. 
 
Conclusiones. 
Como se ha podido observar a través de esta investigación, el límite del riesgo 
permitido para que no se configure una responsabilidad penal médica con ocasión al 
ejercicio de esta profesión se encuentra determinado por el cumplimiento de los 
presupuestos que son de obligatorio cumplimiento para galeno al momento de realizar 
algún tipo de procedimiento clínico. 
Presupuestos que son establecidos por la lex artis, es decir  los protocolos clínicos de 
cada centro médico, por la formación y preparación del profesional y por las reglas de la 
experiencia que hacen que los procedimientos médicos sean cada vez más seguros, esto, 
a pesar de los riesgos que se generan como consecuencia de la práctica de esta profesión. 
Desde el momento en que el médico decide asumir la posición de garante, 
circunstancia que se materializa desde el instante mismo en el que el médico realiza el 
juramento hipocrático, le es obligatorio al profesional, el cumplir con la consecución del 
consentimiento informado por parte del paciente, el cual deberá hacerse cumpliendo con 
lo estipulado por la norma, o sea, cumpliendo con el deber de informar al individuo de 
forma clara y en la cantidad y claridad suficiente acerca de los riesgos que puede presentar 
el tratamiento propuesto y cuáles son las otras alternativas a las que se puede someter. 
Al profesional de la salud le es obligatorio cumplir con las observaciones determinadas 
y contenidas en la lex artis. Solo de esta forma, es posible que no se genere un riesgo 
jurídicamente desaprobado, el cual traería como consecuencia un posible resultado lesivo 
tanto para la salud e integridad del paciente, como para el prestigio y buen nombre del 
profesional de la salud que se ve envuelto en un caso de responsabilidad penal. 
Por lo tanto, no solo basta con que se genere un resultado lesivo como consecuencia 
de la vulneración de un bien jurídico tutelado para imputar responsabilidad penal médica, 
sino que, se hace necesario que se presenten de forma obligatoria la tipicidad de la acción, 
la antijuridicidad de esta y la culpabilidad de quien ejecuta la conducta, pues solo así se 
concretaría la responsabilidad penal médica. 
Pudiendo decirse que en Colombia se considera que un médico en ejercicio de sus 
funciones, es responsable de una conducta delictiva en su modalidad culposa cuando se 
incumple por impericia, negligencia o imprudencia la lex artis, creando un riesgo jurídico 
no aprobado que se concreta en un resultado previsible, siendo la imputación objetiva una 
herramienta jurídico penal utilizada para determinar quién puede ser el responsable de la 
conducta. 
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